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LA CONDICIÓN JURÍDICA DE LAS PERSONAS FÍSICAS Y JURÍDICAS EXTRANJERAS EN ESPAÑA.

-------------------------------------------------------

. Constitución y C ci.

. Ley 1 de Julio de 1985.

. limitaciones impuestas por la legislación.

-------------------------------------------------------

. Constitución y C ci.

Dice el Art. 13 de la Constitución Española :


"1) Los extranjeros gozaran en España de las libertades públicas que garantiza el presente titulo en los términos que establezcan los tratados y la ley.


2) Solamente los españoles ser n titulares de los derechos de participación en los asuntos públicos y del desempeño de funciones publicas, salvo lo que atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por los tratados o por la ley para el derecho de sufragio activo en las elecciones municipales.".

      Y el C ci por su lado establece en sus artículos 27 y 28:


"Los extranjeros gozan en España de los mismos derechos civiles que los españoles, salvo lo dispuesto en las leyes especiales y en los Tratados.".


"Las corporaciones fundaciones y asociaciones reconocidas por la ley y domiciliadas en España, gozaran de la nacionalidad española, siempre que tengan el concepto de personas jurídicas con arreglo a las disposiciones del presente código.


Las asociaciones domiciliadas en el extranjero tendrán en España la consideración y los derechos que determinen los tratados o leyes especiales.".
. Ley 1 de Julio de 1985.

       Por último es necesario aludir a la Ley de 1 de Julio de 1985 sobre "Derechos y libertades de los extranjeros en España", que amen de regular derechos de carácter político, se ocupa del r‚gimen de entrada y salida del país y la obtención de los correspondientes permisos de estancia (hasta 90 días) de Residencia y de Trabajo.
       En su artículo 1 define al extranjero como aquel que carece de la nacionalidad Española, pero quedan excluidos de su  ámbito:


1) Los agentes diplomáticos y los funcionarios consulares acreditados en España as¡ como los miembros de misiones diplomáticas y en todos estos casos a sus familiares.

2) Los representantes y Delegados as¡ como sus familiares de las misiones y delegaciones permanentes, ante organismo Internacionales que tengan su sede en España.


3) Los Funcionarios destinados en Organizaciones Internacionales o Intergubernamentales con sede en España as¡ como sus familiares.

      Esta Ley ha sido desarrollada reglamentariamente por el Real Decreto 155/1996 de 2 de Febrero.

. limitaciones impuestas por la legislación.

      Son numerosas las limitaciones y prohibiciones que se imponen en el campo del derecho administrativo, laboral político o procesal, sin embargo vamos a ceñirnos aquí a las limitaciones que guarden relación con el campo civil, entre las cuales son de citar:

    . El código de comercio les impide actuar como Agentes mediadores de comercio o como Capitanes o Patrones de Buques.

    . No pueden venderse o hipotecarse buques a extranjeros salvo que tengan un arqueo inferior a 500 toneladas y medie la correspondiente autorización administrativa. Ello sin perjuicio de los contratos de fabricación en España de buques que pasaran a ser propiedad extranjera.

    Semejantes limitaciones existen respecto a la transmisión de aeronaves.

    . En materia de arrendamientos urbanos el articulo 7 de la ley especial sienta que los beneficios que en la misma se concede solo ser n aplicables a los inquilinos arrendatarios y subarrendatarios extranjeros cuando prueben que en su país de origen gozan de los mismos beneficios y derechos los inquilinos arrendatarios y subarrendatarios españoles.".

    . La Ley de Enjuiciamiento Civil también acude al principio de reciprocidad en materias legales como la caución de arraigo en juicio o la ejecución de Sentencias extranjeras.

    . El C ci les prohíbe testificar en testamentos si no entienden suficientemente el idioma del testador.

    . El Reglamento Notarial extiende esta prohibición a las Escrituras inter vivos.

    . La Ley de Minas les prohíbe ser titulares de permisos y concesiones mineras.

    . El Art. 11 de la Ley de 1 de Julio de 1985 exige para que puedan entrar en España:


1) Que tengan la documentación necesaria; pasaporte y visado conforme al articulo 12.


2) Que cuenten con medios económicos suficientes en los términos previstos reglamentariamente.

3) Que no estén sujetos a prohibición expresa.

4) Que se sometan a los reconocimientos médicos y a las medidas y controles que exijan los servicios sanitarios españoles por razones de sanidad publica.
    Por otro lado pueden ser expulsados de territorio nacional tanto por el Director de la Seguridad del Estado como por el gobernador Civil de la Provincia.

El primero de ellos la acordara:


1) Cuando el extranjero se encuentre ilegalmente en España por no haber obtenido la prorroga del permiso de residencia.


2) Cuando se encuentre trabajando sin tener permiso de trabajo.


3) Cuando este implicado en actividades contrarias al orden publico.


4) Cuando haya sido condenado en España o fuera de ella a delito al que la ley española señale pena superior a 1 año de prisión.


5) Cuando oculte las circunstancias relativas a su situación.


6) Cuando carezca de medios lícitos de vida ejerza la mendicidad o desarrolle actividades ilegales.

      El gobernador por su lado puede acordar la expulsión cuando el anteriormente expulsados haya vuelto a España o cuando la entrada se haya producido en forma ilegal: tal seria el caso de los indocumentados.

ESQUEMA DE LA LEGISLACIÓN VIGENTE SOBRE CONTROL DE CAMBIOS
. legislación.

. inexistencia de delito por exportación de capitales.

. legislación.

1) La ley 40/1979 de 10 de Diciembre sobre régimen jurídico de Control de Cambio, desarrollada por la Orden Ministerial de 27 de Diciembre de 1991.

2) La Orden de 16 de Abril de 1991 que liberaliza los prestamos en pesetas a los no residentes.

3) El Real Decreto 1080/1991 que detalla los territorios calificados como paraísos fiscales.

4) El Real Decreto 1638/96 de 5 de Julio que suprime el requisito de la autorización previa para exportar moneda por importe superior a 5 millones. A su vez complementado por la Resolución de la Dirección General de Política comercial e Inversiones extranjeras de 9 de Julio de 1996 (B.O.E de 12 de Julio.).

. inexistencia de delito por exportación de capitales.

Conforme a la Ley de Régimen Jurídico de control de Cambios (incorrectamente abrogada por un simple decreto el 1638/96 en este punto) se necesita autorización previa por parte de las autoridades administrativas para la exportación e capitales superiores a cinco millones de pesetas. La misma ley sanciona como hecho penal dicha conducta sin que el código penal se pronuncie al respecto.
Sin embargo la Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 23 de Febrero de 1995 considera que tal exigencia de autorización "equivaldría a someter el ejercicio de la libre circulación de capitales a la discrecionalidad de la Administración y, por ese motivo, podría hacer que esa  libertad fuera ilusoria.". Por ello la declara contraria al ordenamiento jurídico comunitario.
Poco después de dictarse esta sentencia, el Tribunal Supremo, con absoluto desprecio a la doctrina emanada de la misma, en Sentencia de 19 de Julio de 1995, mantuvo una condena por evasión de capitales, en aplicación de la Ley de Cambios alegando que;

"En la actualidad siguen tipificadas penalmente las conductas o comportamientos que, sobrepasando el umbral de cinco millones de pesetas establecido en el R.D. 1816/1991…… carezcan de declaración previa.

Ante tamaño disparate la Junta de Fiscales de la audiencia Nacional, elevó a la Fiscalía General del Estado la consulta 1/1996, sobre si el comportamiento a adoptar en los casos de salida de capitales no notificada previamente y esta resolvió que los fiscales no persiguieran por la vía penal tales actos, con independencia de su cuantía, declarando que no obstante debe pasarse el tanto de culpa a las autoridades administrativas a los efectos legales procedentes y por si desde ese ámbito legal fuera aplicable alguna  sanción.
La aludida resolución de 9 de Julio establece la obligación de declarar la exportación de metálico por importe superior a un millón de pesetas, previendo como consecuencia de su falta la intervención de tales cantidades por el Servicio Aduanero y su puesta a disposición de la comisión de prevención de Blanqueo de capitales e infracciones monetarias.
E INVERSIONES EXTRANJERAS EN ESPAÑA: EN ESPECIAL LAS DIRECTAS Y EN INMUEBLES.

. Sectores especiales.

. legislación aplicable.

. titulares de la inversión extranjera.

. objeto de la inversión.

. sectores especiales.

La firma del tratado de la Unión Europea ha supuesto la más absoluta libertad de circulación de capitales, libertad que se extiende no solo a las inversiones realizadas por países de la CEE sino a la procedente, o con destino a terceros países.

Sin embargo la normativa liberalizadora no abarca, como declara el Art. 2 del Decreto 664/1999 a;

"las legislaciones sectoriales especificas y, en particular, en materia de transporte aéreo, radio, minerales y materias primas minerales de interés estratégico y derechos mineros, televisión, juego telecomunicaciones, seguridad privada, fabricación, comercio o distribución de armas y explosivos de uso civil y actividades relacionadas con la Defensa Nacional".

Precepto que no hace sino confirmar lo dispuesto por el Art. 1 de la Ley de Inversiones Extranjeras. Estas limitaciones sin embargo no afectan a los inversores residentes en alguno de los países de la CEE, salvo que la actividad tenga por objeto la producción o el comercio de armas, municiones, explosivos y material de guerra, o explotación de servicios finales y portadores de telecomunicaciones.
La ley 8/1975 de Zonas e Instalaciones de interés para la defensa Nacional somete a autorización militar las inversiones extranjeras en islas y zonas fronterizas del territorio español, salvo que se trate de españoles o de nacionales de algún país de la CEE.

Para todos estos sectores, sujetos a su propia normativa, entendemos aplicable los reales Decretos 671/1992 y 672/1992, no derogados de forma expresa por la nueva regulación contenida en el Decreto 664/1999.

. legislación aplicable.

La liberalización general se ha concretado en el único requisito de transmitir a la administración una notificación, a posteriori, de la inversión que se haya realizado. Sin embargo y pese a preverse que esta notificación tan solo tiene una ; "finalidad administrativa estadística o económica", (Art. 4 nº 1), la disposición adicional segunda del decreto señala que el incumplimiento de las obligaciones en él establecidas será constitutivo de infracción a efectos de lo dispuesto en la Ley 40/1979 de Régimen Jurídico de Control de Cambios.

Por lo demás no supone tampoco la inaplicación de la citada ley de control de Cambios y si bien la inversión es libre, e origen del dinero tendrá que continuar estando justificado conforme a esa normativa.

Ello sentado, las normas aplicables son:

1) La ley 18/1992 de 1 de Julio por la que se establecen determinadas normas en materia de inversiones extranjeras en España.

2) El Real Decreto 664/1999 de 23 de Abril sobre Inversiones extranjeras en España.

3) El Real Decreto 1816/1991 de 20 de Diciembre sobre Transacciones económicas con el exterior.

4) La Ley 8/1975 de 12 de Marzo sobre zonas e Instalaciones de Interés para la defensa Nacional.
. titulares de la inversión extranjera.

Conforme al Art. 2 del Decreto 664/1999 pueden ser titulares de inversiones extranjeras,

1) Las personas físicas que no residan en España, entendiéndose por tales tanto a los extranjeros como a los españoles que estén domiciliados en el extranjero o que tengan allí su residencia principal.

Interpretando esta presunción a sensu contrario habrá que entender que quienes no ostentan la nacionalidad española no se presumir que están residenciados en territorio español y por tanto habrán de acreditar su residencia, mediante la exhibición del correspondiente permiso, para que la inversión deje de ser considerada como extranjera.
2) Las personas jurídicas privadas domiciliadas en el extranjero.

Las inversiones llevadas a cabo por las personas detalladas son inversiones extranjeras con independencia de que la aportación de capital sea exterior o interior, o sea con independencia de que lo invertido proceda del extranjero o sean bienes ganados en España.

. objeto de la inversión.

Salvo las inversiones realizadas en los sectores específicos a que antes nos hemos referido, el resto quedan libres de toda traba debiendo tan solo comunicarse, una vez realizadas al Registro de Inversiones del Ministerio de Economía y Hacienda, los siguientes supuestos:
1) La participación en sociedades extranjeras. 
2) La constitución o ampliación de sucursales.

3) La subscripción de valores negociables representativos de empréstitos, emitidos por no residentes.

4) Las participaciones en fondos de inversión extranjeros.

5) La adquisición de inmuebles por precio superior a 500 millones de pesetas o su contravalor en euros, o siempre, cualquiera que sea su importe si radican en paraísos fiscales.
6) La constitución, formalización o participación en contratos de cuentas en participación, fundaciones, agrupaciones e  interés económico, cooperativas y comunidades de bienes cuando se supere el importe de 500 millones de pesetas o su contravalor en euros.

También existirá, además, la obligación de una notificación previa cuando la inversión tenga por  origen un paraíso fiscal (entendiéndose por tales los señalados en el Real Decreto 1080/1991), salvo que se trate de inversiones en valor negociables o cuando la participación extranjera no supere el 50% del capital social de la entidad española objeto de la inversión.
En cuanto a la formalización, a diferencia de lo que ocurría con anterioridad, desparece el requisito de la escritura pública ante  fedatario español. En consecuencia la  adquisición de inmuebles sitos en España podrá inscribirse en el Registro de la Propiedad cuando conste en Escritura Pública otorgada en cualquier país, sea o no miembro de la CEE (quedando así sin efecto la Resolución de la DGRN de 6 de Julio de 1992, que había negado la venga de un inmueble formalizada ante notario ingles).
Sin embargo, si se otorgara el documento público, dado que se mantienen vigentes las reglas sobre régimen jurídico de control de cambios, en ella habría que hacer constar el origen del dinero con que se paga y ello independientemente de que se trate de aportaciones procedentes del exterior o de dinero obtenido en España (aportación interior), para ello la instrucción 7 de la resolución de 6 de Julio de 1992, distingue:
1) Cuando se paga con cheque al portador, o con moneda en efectivo y siempre que el importe satisfecho supere el millón de pesetas; o bien hay que presentar al fedatario público el modelo impreso B1 o B3 según corresponda, o bien el documento bancario que acredite que los referidos medios de pagos proceden de adeudo en la cuenta que el no residente inverso mantenga en una oficina en España de entidad registrada.

2 Cuando se paga con cheque bancario nominativo, cheques personales o cualquier otro medio, su procedencia se justificará mediante documento bancario que refleje que tales medios de pago proceden o se han librado con cargo a una cuenta abierta en el extranjero o una cuenta abierta en España a nombre de un no residente.
. normas fiscales.

La liberalización no ha supuesto tampoco la inaplicación de las normas fiscales especiales que rigen las ventas realizadas por no residentes. Por ello se mantiene la obligación para quien adquiere a un extranjero de retener un 5 % del precio, e ingresarlo en la Hacienda Pública durante el trimestre correspondiente en concepto de retención sobre el impuesto de la renta de las personas físicas, o el de sociedades, que en su día pudiera corresponder pagar al inversor extranjero (Art. 19. 1. b.) de la Ley del IRPF). Esta retención y posterior ingreso a cuenta no será de aplicación cuando el inmueble hubiese permanecido en el patrimonio del sujeto pasivo más de 10 años sin haber sido objeto de mejoras durante este tiempo.

BREVE IDEA DE LAS INVERSIONES ESPAÑOLAS EN EL EXTRANJERO.

. define.

. notificación posterior.

. define.

Se encuentran reguladas en el Cap. II del Decreto 664/1999 de 23 de Abril, que tal como ya ocurría con anterioridad califica de tales a las realizadas por personas físicas o jurídicas residentes o domiciliadas en España que tengan lugar a través de alguna de las siguientes operaciones:

1) La participación en sociedades extranjeras.

2) La constitución o ampliación de sucursales.

3) La suscripción de valores negociables representativos de empréstitos, emitidos por no residentes.

4) La participación en fondos de inversión extranjeros.

5) La Adquisición de inmuebles por precio superior a doscientos cincuenta millones de pesetas o su contravalor en Euros, o siempre, cualquiera que sea su importe si radican en paraísos fiscales.
6) La constitución, formalización o participación en contratos de cuentas en participación, fundaciones, agrupaciones de interés económico, cooperativas y comunidades de bienes cuando se supere el importe de 250 millones de pesetas o su contravalor en euros.

. notificación posterior.

La liberalización que supone el Tratado de la Unión Europea, no solo respecto a los capitales intracomunitarios sino también respecto a los que tienen su origen o su destino fuera de los países de la CEE ha forzado al legislador a exigir tan solo notificación posterior de la inversión, una vez ya realizada con la sola finalidad "Administrativa, estadística o económica.". (Art. 7.1.).

Sin embargo, además de la notificación posterior, la requieren también previa las inversiones que tengan por destino algún paraíso fiscal salvo que se trate:

a) De inversiones en valor negociables ya sean emitidos u ofertados públicamente ya sean negociados en un mercado secundario oficial o no, así como las participaciones en fondos de inversión.

b) Las inversiones que no permitan al inverso influir de manera efectiva en la gestión o control de la sociedad extranjera  destinataria de las mismas. Se presume que existe dicha influencia cuando la participación directa o indirecta del inversor sea igual o superior al 10 por 100 del capital de la sociedad, o, cuando no alcanzándose dicho porcentaje permita al inversor formar parte directa o indirectamente de su órgano de administración. 
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